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Expediente 66001-22-13-003-2009-00128-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Jaime Ocampo Restrepo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, proceso al que fueron vinculados Gloria Amparo Arbeláez Osorio y Helmer Alonso Castaño Bermax.

ANTECEDENTES

Los hechos relatados por el peticionario pueden compendiarse así:

En el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se tramita proceso ordinario reivindicatorio promovido por Jaime Ocampo Restrepo contra Gloria Amparo Arbeláez Osorio; la titular de ese despacho, en el fallo proferido el 27 de octubre, incurrió en vías de hecho, desconoció el debido proceso, el principio de igualdad, olvidó que las normas procesales son de orden público y no se compadece con la realidad procesal, porque la escritura pública No. 754 del 18 de febrero de 2008, por medio de la cual la demandada vendió a su apoderado la posesión, (no dice de qué bien) es nula de pleno derecho de acuerdo con los artículos 906  del Decreto 410 de 1971 y 1740 y 1741 del Código Civil, porque no se indicó la fecha, ni el día, ni la notaría en la que se otorgaría la respectiva escritura; aduce además que la posesión reconocida a la citada señora no ha nacido a la vida jurídica porque no reúne los requisitos del Decreto 1250 de 1970; que ella fue condenada a tres años de prisión  por el delito de “obtención de documento público falso” para hacerse a la titularidad del bien y que el demandado Helmer Alonso Castaño Bermax no formuló excepciones previas ni de mérito.

Afirma también que el juzgado incurrió en causales de nulidad insaneables porque  descartó de plano la intervención del Procurador Agrario, quien asistió a la primera audiencia, pero se ignoró la petición que elevó para que por la secretaría se le notificaran las actuaciones procesales y se le remitiera copia de la sentencia; además, porque tal como lo reconoció, cercenó el término para que las partes presentaran sus alegatos de conclusión.

La demanda se admitió por auto del 26 de noviembre de este año, providencia en la que se ordenó vincular a los señores Gloria Amparo Arbeláez Osorio y Helmer Alonso Castaño Bermax y se decretaron pruebas.

Ni éstos, ni la funcionaria accionada se pronunciaron.

C O N S I D E R A C I O N E S
El fin de la solicitud de amparo es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia
; además es necesario que se cumplan ciertos requisitos generales que “están relacionados con condiciones fácticas y de procedimiento, las cuales buscan hacer compatible dicha procedencia con la eficacia de valores de estirpe constitucional y legal, relacionados con la seguridad jurídica, los efectos de la cosa juzgada, la independencia y autonomía del juez, al igual que la distribución jerárquica de competencias al interior de la rama jurisdiccional…”
 y que ha enlistado en varias providencias así:

“(i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que esta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que esta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.”

En relación con el cuarto de tales presupuestos para que proceda el amparo constitucional frente a sentencias judiciales, es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa con que contaba en el propio proceso, salvo cuando se trate de evitar un perjuicio irremediable. Por lo tanto debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal y permitiría  revivir términos que las partes dejaron vencer sin hacer uso de los mecanismos ordinarios que el legislador prevé para garantizar derechos fundamentales.  Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

“El proceso judicial ordinario representa el mecanismo normal para la solución de los litigios, en él las partes pueden ser escuchadas en igualdad de oportunidades, aportar pruebas, controvertir las que obren en su contra, interponer recursos y, en general, ejercer las atribuciones derivadas del derecho al debido proceso.

“Cuando alguna de las partes por descuido, negligencia o falta de diligencia profesional, omite interponer oportunamente los recursos que el ordenamiento jurídico le autoriza o, más grave aún, después de interponerlos deja vencer el término para sustentarlos, la parte afectada con este hecho no podrá mediante la acción de tutela pretender revivir la oportunidad procesal con la cual contó y que por su propia culpa no fue utilizada de la manera más adecuada para sus intereses. En eventos como este, la incuria de quien desatiende sus deberes no puede servir de fundamento para el ejercicio de la acción de tutela….”

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra el demandante la lesión a sus derechos constitucionales en la sentencia por medio de la cual se puso fin al proceso que promovió en contra de los señores Gloria Amparo Arbeláez Osorio y Helmer Alonso Castaño Bermax; así como en el hecho de hallarse configuradas dos causales de nulidad en el trámite del proceso.

Las pruebas incorporadas a la actuación, que obran en el cuaderno No. 2, tomadas del proceso en el que considera el demandante se vulneraron sus derechos, permiten considerar acreditados los siguientes  hechos:

a.-  En el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal se tramitó el proceso que instauró el señor Jaime Ocampo Restrepo contra Gloria Amparo Arbeláez Osorio, tendiente a obtener se le declarara propietario de un inmueble rural denominado “Las Peñas”, ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-55196 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo lugar; se condenara a la demandada a restituírselo con sus frutos y anexidades y a pagar las costas del proceso
.

b.- Por auto del 4 de julio de 2008 se admitió la demanda, de la misma se ordenó correr traslado a la demandada por el término de diez días y se dispuso la intervención del Procurador Agrario
.

c.- Trabada la relación jurídico procesal, la accionada, actuando por conducto de apoderado judicial dio respuesta al libelo; se opuso a las pretensiones y formuló excepciones de fondo; el Procurador Agrario también se pronunció mediante escrito en el que solicitó la práctica de pruebas
.

d.- Mediante proveído del 12 de noviembre del año anterior se admitió la reforma a la demanda y se incluyó como demandado al señor Helmer Alonso Castaño Bermax; éste, dentro de la oportunidad legal, la respondió y se opuso a las pretensiones
.

e.- El 18 de mayo de este año se dio inicio a la audiencia que desarrolla el artículo 45 del Decreto 2303 de 1989, acto dentro del cual se decretaron las pruebas solicitadas
.

f.- Por auto del 13 de octubre de 2009 se dio traslado a las partes por el término común de ocho días para que formularan sus alegatos
.

g.- En la misma fecha en que vencía ese término, el 27 de octubre, se dictó sentencia en la que se negaron las pretensiones de la demanda y se condenó al actor a pagar las costas del proceso; ese día se recibieron además los alegatos del demandante.
.

h.- El fallo se notificó por edicto fijado en la secretaría del juzgado el 3 de noviembre último y el término de ejecutoria venció en silencio
.

i.- Mediante escrito presentado en la secretaría del Juzgado el 30 de octubre que pasó, la apoderada del actor solicitó se declarara la nulidad del proceso porque se omitieron los términos para alegar de conclusión; de esa petición se dio traslado a los demandantes por el término de tres días y por auto del 20 de noviembre pasado decidió el juzgado negarla; providencia que se encuentra en firme porque contra ella no se interpuso ningún recurso
.

Surge de esas pruebas que el accionante no utilizó los medios  ordinarios de protección a su alcance para la defensa del derecho al debido proceso y demás que citó como vulnerados por el juzgado accionado, toda vez que no interpuso recurso de apelación contra la sentencia en él proferida y tampoco empleó ese medio de impugnación, ni el principal de reposición contra el auto que negó la declaratoria de nulidad que solicitó.

El juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello y que no lo fueron por  negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

En esas condiciones, resulta claro que se halla ausente el cuarto de los presupuestos generales para que proceda la tutela en eventos como este, de conformidad con las jurisprudencias transcritas.

Tampoco pueden considerarse lesionados los derechos cuya protección reclama el actor porque se hayan omitido las notificaciones al Procurador Agrario en la forma como él lo solicitó, porque fue debidamente vinculado a la actuación y la nulidad que por tal aspecto se haya producido sólo él estaba legitimado para alegarla, lo que no hizo en el curso del proceso ni por vía de tutela.

En conclusión, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta posible emplearla como medio alternativo de los medios ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, se declarará improcedente el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E :

PRIMERO.- Declarar improcedente la tutela reclamada por el señor Jaime Ocampo Restrepo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, acción a la que fueron vinculados los señores Gloria Amparo Arbeláez Osorio y Helmer Alonso Castaño Bermax. 
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



GONZALO FLÓREZ MORENO       



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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